
 

Grado Universitario en Relaciones Laborales y Recursos Humanos 

Facultad de Ciencias del Trabajo 

Universidad de León 

Curso  2013 /2014  

 

MODALIDADES EN LA GESTIÓN DEL AGUA DE 
ABASTECIMIENTO EN LA PROVINCIA DE LEÓN 

(Modalities in the management of water supply in the province of León) 

 

                                         

 

 

 

 

 

Realizado por la alumna Dña. Ana Isabel Ferreras Diez 

Tutorizado por la Profesora Dra. Dña. María de las Mercedes Fuertes López 

  

1 



 

Resumen 

 

La gestión del agua de abastecimiento de los pueblos en la provincia de León ha 

recaído tradicionalmente en los propios vecinos o en las Juntas Vecinales.  

La competencia en la gestión del agua de abastecimiento es municipal aunque la 

mayoría de ellos en la provincia no la han querido asumir por los costes políticos que 

supone el hacerlo. Los nuevos cambios legislativos pretenden dar la coordinación del 

servicio a la diputación provincial. 

En este trabajo analizamos las diferentes modalidades de gestión del agua de 

abastecimiento advertidos en la provincia, así como los pros y contras derivados de 

unos y otros. 

Finalmente proponemos que el mejor modelo de gestión es aquel en el que las Juntas 

Vecinales y/o los vecinos mantengan la gestión de un servicio básico que llevan 

realizando desde tiempos inmemoriales. Por supuesto asociado a una sustancial 

mejora de gestión y al cumplimiento escrupuloso de las normativas sanitarias que 

impone la legislación vigente. 

Como ejemplo de cómo mejorar la gestión ponemos el caso del Ayuntamiento de 

Gradefes que ejerce desde el año 2007 un proceso de mejora  manteniendo la gestión 

en manos de las juntas vecinales con un tutelaje de las gestiones y las analíticas por 

parte del Ayuntamiento. 
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Abstract 

Managing water supply of the villages and small towns in the province of León has 

traditionally gone to the neighbors or the Neighborhood Councils (in Spanish Juntas 

Vecinales). 

Competence in the management of the water supply is municipal, although most of 

municipal politicians in the province have not wanted to take on the political costs of 

doing so. The new legislative changes are intended to service coordination to the 

provincial council. 

In this work, we analyze the different modes of water supply management in the 

province, and the pros and cons derivatives of each other.  

We propose that the best management method is one in which the neighborhood 

committees and/or neighbors maintain a basic service management carrying on since 

immemorial time. Of course, it is associated with a substantial improvement in 

management and a strict compliance with health regulations imposed by the 

legislation.  

An example of how we can improve this management is the case of the villages of 

Gradefes. In them since 2007 a process of improvement in the management keeping 

management in the hands of local committees with tutelage and analytical efforts is 

exercised by the municipal government. 
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INTRODUCCIÓN 

Uno de los más antiguos servicios que se ha prestado a las comunidades humanas, ha 

sido el relacionado con el abastecimiento del agua. En cualquier forma primitiva de 

organización, se han establecido reglas para un mejor aprovechamiento y acceso a 

los manantiales. Las primeras manifestaciones documentadas datan de la Edad 

Media, el otorgamiento de Fueros, etc. En España la Ley de Aguas de 1866 marcó el 

inicio de una regulación normativa legislativa. La Ley 12 de abril de 1924 declara 

formalmente como servicios públicos los suministros de energía eléctrica, agua y 

gas. Esta calificación se desprende del carácter esencial del agua tendente a cubrir 

una necesidad vital de primer orden. 

El objeto de este trabajo no se centra en la realización de un análisis jurídico, sino en 

conocer y mostrar la situación real de los pueblos de esta provincia, en un arduo 

proceso de investigación, que una vez iniciado con este estudio, confirma la 

necesidad de continuación y ampliación, dada la complejidad del asunto analizado. 

Existen monografías jurídicas que abordan diferentes aspectos relacionados con el 

agua de abastecimiento, entre ellas las de Matés Barco, Juan Manuel (1998), 

González-Antón Álvarez (2000), Molina Giménez, Andrés (2001), Álvarez 

Fernández Mónica (2004) y Sosa Wagner, (2008), que hay que tener en cuenta a la 

hora de abordar un trabajo como el que se plantea.  

Las peculiaridades sociales, políticas, geográficas y climatológicas de la provincia de 

León hacen de ella un territorio de contrastes y que presenta una variada riqueza 

cultural y paisajística e institucional. No en vano se mantiene en ella uno de los 

sistemas democráticos más directos en gestión vecinal, las Juntas Vecinales (antiguos 

concejos) que han pervivido a lo largo de siglos en nuestra historia.  

En los pueblos leoneses la mayor fuente de conflictos, al margen de las clásicas 

“riñas por las lindes” ha sido, es y será el agua. Sin embargo, éstos pocas veces ven 

la luz en los medios de comunicación o en los juzgados. Ello se mitigaba antaño con 

unas normas regulatorias hechas “por y para” los vecinos y que regían la vida en el 

pueblo, y por supuesto el uso y disfrute de los bienes básicos, como es el caso del 

agua. Con el paso de los años la gestión pública ha supuesto una retirada paulatina de 

las competencias de las Juntas Vecinales y de la capacidad de sus vecinos para  
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participar en su gestión, cosa ésta que se viene agravando en los últimos años. Varios 

son los motivos por los cuales normativas van a peor y se establecen desde lugares 

muy lejanos a aquellos donde se localizan sus vecinos o los recursos naturales de los 

que disfrutan: de una parte, el interés de instituciones “lejanas” por conseguir los 

recursos (directa o indirectamente) que se localizan en el mundo rural y de otro el 

paulatino abandono (también alentado por las instituciones) de los pueblos que hace 

que no exista gente con capacidad e interés en trabajar por el bien común. 

En la provincia de León se ha vivido y se vive una continua y callada polémica social 

respecto al dominio y al derecho del uso del agua, aunque los intereses de unos (los 

políticos) y otros (los usuarios) han mantenido la gestión en unos límites aceptables 

de legalidad, cual si de una “Fuenteovejuna” del agua se tratase. 

Cabe destacar aquí que la primera iniciativa legislativa ciudadana que se ha 

presentado en las instituciones europeas ha sido sobre el régimen del agua. En ella se 

solicita El derecho al agua y el saneamiento como derecho humano, pidiendo que se 

legisle desde la UE a los gobiernos para que garanticen servicios de agua potable y 

saneamiento, redoblando esfuerzos para el acceso universal al agua. 

Sin embargo, muy recientemente las instituciones han visto en los recursos del 

mundo rural y en los servicios básicos, una forma sencilla de conseguir aumentar sus 

ingresos y con ello sanear unas cuentas que ellas mismas llevaron con su mala 

gestión a números rojos. Y lamentablemente los tiempos que vienen no auguran 

buena gestión, bajo coste y eficiencia ni para el agua ni para cualquier otro servicio 

básico de nuestros municipios Los Ayuntamientos juegan un papel muy importante 

aunque existe una tendencia creciente a la participación del sector privado. 
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Concepto de Servicio Público 

 

En la doctrina española, siguiendo la doctrina francesa y sobre todo a través de los 

trabajos de Villar Palasí y de García de Enterría, el servicio público ha quedado 

referido al conjunto de actividades prestacionales asumidas o reservadas al Estado, a 

fin de satisfacer necesidades colectivas de interés general. 

Esta prestación de servicios esenciales reservada al sector público según la 

Constitución Española, requiere de una ley expresa y específica, ordinaria en este 

caso, ya que las leyes orgánicas están reservadas al desarrollo de los derechos 

fundamentales (art. 81.1. CE). 

La exigencia de ley impide a las corporaciones locales, que no son titulares de una 

potestad legislativa, prestar un servicio si este no ha sido reservado en los términos 

indicados. 

Según el Tribunal Constitucional, existen dos conceptos de servicios esenciales: 

aquellas actividades industriales o mercantiles de las que derivan prestaciones vitales 

o necesarias para la vida de la comunidad, y/o la consideración de que para que el 

servicio sea esencial deben ser esenciales los bienes e intereses satisfechos” 

(sentencias TC 26/1981 de 17 de julio, 56/1986 de 24 de abril y 362/1993de 13 de 

diciembre). La determinación de la constitución de una actividad en su paso a 

servicio público, viene marcada por el ritmo del progreso y las características de la 

época social. 

La Ley de Bases de Régimen Local (LBRL) en su art. 86.2, (Título VI, Capítulo II 

Actividades y Servicios) reserva al sector público, en el ámbito local, aquellos 

servicios calificados como esenciales, incluyendo el servicio de abastecimiento y 

depuración de aguas objeto de este estudio. La cláusula de competencia general 

reflejada en el art. 25.1 LBRL (Título II Capítulo III, Competencias), significa que el 

municipio no hace sólo aquello que la ley, tras la delimitación de un interés y 

subsiguiente asignación de una competencia le permite, sino que actúa de acuerdo 

con dicha Ley, siempre que aquello contribuya a satisfacer las necesidades de la 

comunidad.  
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En cuanto a las formas de organización de los servicios públicos, las Corporaciones 

locales tienen plena potestad para constituir, organizar, modificar y suprimir los 

servicios entendiendo como tales “los que prestan las entidades locales en el ámbito 

de sus competencias”, (art. 85.1 LBRL y 30 Reglamento Servicios de las 

Corporaciones Locales), a excepción de los servicios esenciales mínimos 

obligatorios, en cuyo caso no cabe supresión alguna, aunque nada impide su concreto 

modo de gestión. 

La organización del servicio es decidida por la corporación de acuerdo con la 

legislación vigente y según el principio de autonomía recogido en el art. 4.1.a LBRL 

Las formas de gestión son una expresión de la potestad de organización de sus 

servicios ostentados por las entidades locales. 

 

 

Legislación Aplicable 

 

La Legislación Aplicable en el ámbito de la competencia municipal del Agua de 

Abastecimiento, es la siguiente: 

Ley 7/85, de 2 de abril, Reguladora de las Bases de Régimen Local. (LBRL) 

Ley 27/2013, de 27 de diciembre, de racionalización y sostenibilidad de la 

Administración Local. 

Ley 1/98 de 4 de junio de Régimen Local de Castilla y León. 

Reglamento de Servicios de las Corporaciones Locales Decreto 17 Junio de 1955 

Real Decreto Legislativo 1/2001, de 20 de julio, por el que se aprueba el texto 

refundido de la Ley de Aguas. 

DIRECTIVA 2000/60/CE DEL PARLAMENTO EUROPEO Y DEL CONSEJO de 

23 de octubre de 2000 por la que se establece un marco comunitario de actuación en 

el ámbito de la política de aguas. 
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La legislación sectorial aplicable es la legislación urbanística, junto con la legislación 

de aguas, costas y la normativa aplicable al tratamiento del agua. 

RD 2/2008 por el que se aprueba el texto refundido de la Ley del Suelo, Ley 2/2014 

de 25 de marzo de ordenación y uso del suelo, la Ley 5/1999, de 8 de abril, de 

urbanismo de Castilla y León (LUCYL) y el Decreto 22/2004, de 29 de enero, por el 

que se aprueba el Reglamento de Urbanismo de Castilla y León (RUCYL), La Ley 

Orgánica de Sanidad 3/1986 de 14 abril de Medidas de Salud Pública y el R.D. 

141/5003 de 7 de febrero por el que se establecen los criterios sanitarios de la calidad 

del agua de consumo humano.  

 

 

El agua de abastecimiento como servicio público 

 

Nos referimos a “abastecimiento” en el sentido usual del término, al suministro 

domiciliario de agua potable por tubería. Abastecimiento de agua, distribución, 

suministro de agua, son expresiones en la mayoría de los casos utilizadas como 

equivalentes, incluso en la LBRL que emplea estas variantes en sus artículos al 

referirse en el art. 25.2 “suministro de agua” y en el 26.1.a “abastecimiento de agua 

potable”. Como tradicionalmente se ha utilizado el término “abastecimiento” en esta 

materia, parece más correcta aquí su utilización frente al término “suministro”, que 

además está dotado de un sentido más contractual. 

Las principales responsabilidades en materia de abastecimiento y saneamiento de 

aguas residuales, por lo menos en relación a las de origen urbano, han recaído 

históricamente siempre sobre los municipios (Ley 12 abril 1924). 

En efecto, la LBRL en su artículo 25.2 compele a los legisladores estatal y 

autonómico a reservar el ejercicio de competencias municipales en "suministro de 

agua. y alumbrado público; servicios de limpieza viaria, de recogida y tratamiento de 

residuos, alcantarillado y tratamiento de aguas residuales". De este modo, en su 

artículo 26 configura una serie de servicios mínimos obligatorios de prestación 
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municipal; así el de abastecimiento domiciliario de agua potable y alcantarillado en 

todos los municipios (art. 26.1.a). 

Otras leyes sectoriales han atribuido a los entes locales responsabilidades 

directamente relacionadas con el abastecimiento y la depuración. De modo 

destacado, debe citarse la Ley 14/1986, de 25 de abril, General de Sanidad en su art. 

42, apartado 3, que afirma que constituye una responsabilidad mínima de los 

Ayuntamientos si bien "sin perjuicio de las competencias de las demás 

Administraciones Públicas" y en relación "al obligado cumplimiento de las normas y 

planes sanitarios" el "control sanitario del medio ambiente: la contaminación 

atmosférica, abastecimiento de aguas, saneamiento de aguas residuales, residuos 

urbanos e industriales”. 

La doctrina mayoritariamente interpreta los preceptos legales señalados en el sentido 

de entender reservada una competencia municipal directa, configurada como servicio 

obligatorio, en relación al abastecimiento de agua y alcantarillado. 

De conformidad con el artículo 20.1 de la Ley 1/98 de 4 de junio de Régimen Local 

de Castilla y León, el servicio de abastecimiento de agua se constituye como un 

servicio público obligatorio, con la peculiaridad de que al tratarse del abastecimiento 

de agua potable alcanza la categoría de "asistencia vital", servicio que debe prestarse 

en condiciones de igualdad real -artículo 14 CE 1978-, entre todos los habitantes del 

municipio. 

El RD 140/2003, de 7 de febrero, por el que se establecen los Criterios Sanitarios de 

la Calidad del Agua de Consumo Humano, fija los criterios que se deben aplicar a 

todas aquellas aguas que se utilicen en la industria alimentaria o se suministren a 

través de redes de distribución públicas o privadas, depósitos o cisternas, 

considerando necesario, dada la importancia del tema, el establecimiento a escala 

nacional de criterios de calidad del agua de consumo humano. 
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Competencia y responsabilidades en materia de abastecimiento 

 

La competencia en materia de abastecimiento de agua potable en principio 

corresponde a los Ayuntamientos, conforme se señala en el artículo 25.2 1 de la Ley 

7/85, de 2 de abril, Reguladora de las Bases de Régimen Local, al declarar como 

competencia municipal, entre otras, el suministro de agua y alcantarillado y el 

tratamiento de aguas residuales. 

En el mismo sentido se pronuncia el artículo 20.1.m) de la Ley de Régimen Local de 

Castilla y León 1/98, de 4 de junio. 

El artículo 26 de la Ley estatal 7/1985 establece, por lo que ahora importa, que los 

municipios han de prestar, entre otros de forma obligatoria y en todo caso, los 

servicios de abastecimiento de agua potable y el alcantarillado, para lo cual el 

Ayuntamiento tiene competencia para la aprobación de la correspondiente Ordenanza 

(artículo 22.2). 

De acuerdo con la anterior legislación y con la jurisprudencia del Tribunal Supremo 

en sentencias de 14 de febrero de 1994, 21 de noviembre de 1996, 17 de julio y 22 de 

diciembre de 2000 entre otras, así como las sentencias del Tribunal Superior de 

Justicia de Castilla y León, de 12 de abril y 5 de diciembre de 2003 y 2 de abril de 

2005, entre otras, el abastecimiento domiciliario de agua potable y el establecimiento 

del servicio de alcantarillado, se configura como un servicio mínimo, de prestación 

obligatoria por los municipios, que es directamente exigible por los interesados y 

todo ello sin perjuicio de las condiciones concretas de su establecimiento, o del deber 

de contribuir a sufragar la carga económica que ello suponga. 

Además el artículo 4, RD 140/2003, de 7 de febrero señala que los municipios son 

responsables de asegurar que el agua suministrada a través de cualquier red de 

distribución en su ámbito territorial, sea apta para el consumo en el punto de entrega 

al consumidor; añadiendo que corresponde a los municipios el autocontrol de la 

calidad y el control en grifo del agua que consume la población en su municipio 

cuando la gestión del abastecimiento lo sea de forma directa. 
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En todo caso añade el artículo 4.2 del RD 140/2003, de 7 de febrero, que cuando la 

captación o la conducción, o el tratamiento o la distribución o el autocontrol del agua 

de consumo lo realice un gestor o gestores distintos del municipio, éste velará por el 

cumplimiento de este Real Decreto por parte de los mismos. 

Las decisiones sobre el control de la calidad del agua de consumo humano, así como 

la adopción de medidas correctoras ante los incumplimientos detectados, se 

ejecutarán en el nivel local, en virtud de las competencias atribuidas a los entes 

locales en la Ley 7/1985, de 2 de abril, Reguladora de las Bases del Régimen Local, 

siguiendo, en su caso, las indicaciones de la administración sanitaria autonómica 

competente y contando con su asesoramiento (RD 140/2003) 

 

 

Requisitos Sanitarios 

 

Se entiende por “agua apta para el consumo” aquella que no contiene ningún 

elemento en cantidad o concentración que sea perjudicial para la salud humana y 

cumple con los valores establecidos para determinadas sustancias en el Anexo I del 

Real Decreto 140/2003, de 7 de febrero, por el que se establecen los criterios 

sanitarios de la calidad del agua de consumo humano. 

 

Las aguas de consumo deberán contener un nivel mínimo de desinfectante residual 

que en el caso del hipoclorito (el más usado) será de 0,2 mg/L en todos los puntos de 

red. 

Los municipios son los responsables de asegurar que el agua suministrada a través de 

redes de distribución, cisternas o depósitos móviles es apta para el consumo humano 

en el punto de entrega al consumidor. Así como también velará (o el gestor 

autorizado por el) para que uno o varios laboratorios realicen con, al menos, las 

frecuencias reflejadas en el Programa de Vigilancia Sanitaria de Aguas de Consumo 

Humano de Castilla y León, los siguientes análisis: 

• Nivel de desinfectante residual. 

• Examen organoléptico: olor, sabor, color y turbidez. 

12 

http://www.boe.es/aeboe/consultas/bases_datos/doc.php?id=BOE-A-2003-3596


• Análisis de control. 

• Análisis completo de Parámetros del anexo I del Real Decreto 140/2003, con las 

salvedades contempladas en el Programa de Vigilancia de Aguas de Consumo 

Humano. 

 

Además cualquier ciudadano puede acceder a la información sobre el estado 

sanitario de las aguas de consumo humano on-line a través del Sistema de 

Información Nacional de Agua de Consumo (SINAC). Se trata de un sistema de 

información sanitario, de obligado cumplimiento, cuyo uso está regulado y es 

accesible a través de la Web, que recoge datos sobre las características de los 

abastecimientos y la calidad del agua de consumo humano que se suministra a la 

población.  

En este punto cabe destacar la labor de la Diputación en la coordinación de las 

labores de control de la calidad del agua que inició por acuerdo de la junta de 

Gobierno de la diputación en fecha 28 de junio de 2010. A día de hoy 78 municipios 

(37% de todos los Ayuntamientos de la provincia) tienen encomendada a la 

diputación la gestión de la toma de muestras y la realización de análisis de control o 

completos a los que los Ayuntamientos están obligados en criterio del Real Decreto 

140/2003 de 7 de febrero por el que se establecen los criterios sanitarios de la calidad 

del agua de consumo humano y que incluyen tanto el autocontrol del agua de 

consumo humano como el control del agua del grifo del consumidor. 

Dicho acuerdo se realiza tras la firma del “convenio específico de colaboración entre 

la diputación provincial de león y los Ayuntamientos para la encomienda de la 

realización del control de la calidad del agua de consumo humano” y contempla la 

realización del servicio de control del agua por una empresa privada. 

Al margen de ello, aquellos Ayuntamientos que no han suscrito dicho convenio 

realizan los controles sanitarios con otras empresas especializadas, lo cual en 

ocasiones supone un menor coste que el servicio contratado por la Diputación. 

Tanto en uno como otro caso hay localidades dentro de los Ayuntamientos que 

pueden no estar acogidas a la gestión mediante dicho convenio. Así por ejemplo, en 
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Ayuntamientos como el de Folgoso de la Ribera solo 3 localidades de las 7 que lo 

componen realizan la gestión mediante el convenio con la diputación de León. 

 

 

OBJETO DEL TRABAJO 

 

El objeto del presente trabajo es analizar la situación real que existe en la provincia 

de León puesto que de forma mayoritaria el agua de abastecimiento se sigue 

gestionando por parte de las juntas vecinales y comparar las formas tradicionales de 

gestión con las nuevas fórmulas propuestas por las administraciones provincial, 

autonómica y estatal. 
 

Nos planteamos establecer las diferentes modalidades de gestión del agua de 

abastecimiento que se dan en la provincia de León y recopilar datos que nos permitan 

evaluar las ventajas e inconvenientes de que el servicio sea gestionado de forma 

tradicional por los vecinos o las Juntas Vecinales, por los Ayuntamientos o por las 

administraciones superiores. 

 

METODOLOGÍA EMPLEADA 

 

Se ha revisado toda la legislación referente a la gestión del agua de abastecimiento a 

escala nacional, autonómica, municipal y local. 

Se han revisado también las actas de varios Ayuntamientos, actas y ordenanzas de 

varias juntas vecinales y la normativa interna que regula abastecimiento de agua en 

algunas de las localidades de esta provincia y que es gestionada directamente por los 

propios vecinos al margen de las instituciones. 

Se han realizado consultas las páginas webs y se han realizado consultas telefónicas 

y encuestas a algunos de los Ayuntamientos y las juntas vecinales de la provincia de 
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León para conocer quién y cómo presta el servicio de abastecimiento en el 

Ayuntamiento y/o en la localidad. 

Las ordenanzas y reglamentos están publicadas en el Boletín Oficial de la Provincia 

de León y las normativas internas han sido facilitadas por los propios vecinos o por 

las Juntas Vecinales de las localidades estudiadas. 

 

 

RESULTADOS Y DISCUSIÓN 

 

La gestión tradicional del agua de abastecimiento. La traída 

 

En la mayoría de los pueblos de la provincia a mediados del siglo XX aún no había 

agua corriente en las casas, surtiéndose de artesianos o fuentes que la gente acarreaba 

hasta sus casas. Entonces la única forma de obtener agua limpia era acarrearla en 

vasijas o garrafas hasta casa, o en el mejor de los casos obtenerla de un pozo que 

pudiera existir en el interior de la vivienda. Evidentemente otro tanto sucedía con el 

saneamiento y la depuración.  

El agua procedente de las fuentes y/o sondeos fue entonces conducida “o traída” a 

los pueblos mediante obras de ingeniería costeadas y realizadas mediante hacendera 

por los propios vecinos. Estas gestiones y trabajos colectivos en la mayoría de los 

casos no contaban con apoyo económico de los Ayuntamientos o de la diputación 

provincial y eran los vecinos los que en cada pueblo trabajaban para construir sus 

depósitos y las redes de abastecimiento para abastecer de agua corriente a cada casa. 

La mayoría se realizaron en los años 60/70 y con posterioridad han sido renovadas ya 

muchas de ellas.  

En el mundo rural leonés la expresión “traída” (o “la traída”) tiene un claro 

significado para la mayoría de sus habitantes, al menos los de una cierta edad. El 

agua “de la traída”, que es como se conoce inicialmente y de forma general en 

nuestros pueblos, fue gestionada al margen de las juntas vecinales. Para ello se 
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creaba una comisión con los usuarios, (vecinos que tenían enganche de agua en 

alguna propiedad), que podía recibir nombres variados “junta de aguas”, “socios del 

agua”, “comisión de aguas”, etc. gestionada directamente por los propios vecinos. 

Con posterioridad estas comisiones han ido desapareciendo y la gestión del agua ha 

sido realizada por la Junta Vecinal de cada pueblo y en los últimos años, con el 

abandono del mundo rural y las muchas trabas sanitarias ésta ha ido recayendo en 

muchos Ayuntamientos. 

 

 

El agua: Fuente de conflictos 

 

Sin duda la mayor fuente de problemas en la gestión municipal está en el agua de 

abastecimiento. Cualquiera que haya participado en la gestión de una junta vecinal 

que tuviera a su cargo la gestión del agua puede corroborarlo. Varias son las causas 

que hay que considerar en el análisis. Primero y más importante, es la opinión de 

muchos vecinos considerar que el agua es suya, (de sus fuentes y manantiales), y que 

su trabajo y esfuerzo para hacerla llegar a las casas es suyo y solo suyo, y no admiten 

que otras administraciones vengan ahora a beneficiarse del trabajo pasado y del 

actual, y a dictar normas de gestión desde lugares muy lejanos a la población, a pesar 

de que las aguas son de dominio público estatal. 

Al considerarse como un bien de primera necesidad los propios vecinos llevan 

encargándose de gestionarlo con criterio y equidad desde hace años, y por esa misma 

razón en su gestión primaba y prima el que el agua tenga un coste bajo para todos los 

vecinos del pueblo y una calidad aceptable. En no pocos casos no tienen contadores o 

ni siquiera los leen para llevar una gestión correcta de un bien público. 

Con la llegada de la democracia la mayoría de los responsables municipales no 

quisieron cambiar la forma tradicional de gestión del agua, porque consideraban que 

era una fuente de conflictos, y que entrar en ello les restaba votos y popularidad, y 

han dejado pasar las cosas tal cual venían haciéndose “desde siempre”. A finales del 

siglo XX, (finales de los 90 y principios del siglo XXI), las administraciones 
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provincial y autonómica, (Diputación y Junta de Castilla y León), azuzadas por la 

legislación europea se han visto obligadas a dictar normativas y a imponer vigilancia 

y controles, a algo que desde años llevan haciendo la “vista gorda”. Cualquier 

técnico o político que trabaja en la gestión pública conoce que hay municipios 

enteros en los que no existen contadores para controlar el gasto del agua de 

abastecimiento, y que sólo mencionar la obligatoriedad de colocarlos hace temblar al 

pedáneo o al alcalde de turno. 

 

 

Problemas derivados de la gestión del agua 

 

La legislación establece que la competencia es municipal, sin embargo siguen 

existiendo juntas vecinales y comisiones de vecinos que se hacen cargo de ello. Esto 

en no pocos casos ha generado ya conflictos entre los Ayuntamientos y las Juntas 

Vecinales, por la retirada de la gestión del agua a las pedanías, véanse por ejemplo el 

caso de la JV de Carbajal de la Legua y el Ayuntamiento de Sariegos (Diario de 

León, 2006), el Ayuntamiento de Valderrey la J.V. de Bustos (Diario de León, 2012), 

etc. llegando incluso a pleitear durante varios años. 

Resumiendo: a los Ayuntamientos pocas veces les ha interesado entrar a resolver 

dichos problemas aplicando la legislación que les otorgaba toda la competencia en la 

gestión, y a los vecinos tampoco les ha interesado que el Ayuntamiento se ocupara de 

la gestión del agua, principalmente por el sentido de propiedad del abastecimiento y 

por el encarecimiento de los costes al ser gestionados al margen de los vecinos o de 

las juntas vecinales por otras instituciones ajenas a la localidad y al servicio, ya que 

en muchos casos sigue siendo un servicio gratuito donde no se paga nada por el agua 

o se paga una cuota simbólica. 
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La situación actual 

 

Actualmente en muchos de los pueblos de la provincia no existen contadores o no se 

conoce el consumo de agua real, ni exista una correcta gestión del servicio de agua 

de abastecimiento, derivado principalmente por los problemas expuestos en el 

apartado anterior. Aunque desde hace décadas se han establecido órdenes 

ministeriales donde se han fijado los parámetros de calidad de las aguas, hasta hace 

poco tiempo no se vigilaba o controlaba sanitariamente de forma tan exhaustiva 

como se está haciendo ahora. Todo esto era y es conocido por todas las 

administraciones con competencia en la gestión del agua (JUNTAS VECINALES. 

Ayuntamientos, CCAA).  

A pesar de que la Diputación Provincial reconoce en el año 2007 poseer “amplia 

información sobre la situación de las infraestructuras de potabilización y distribución 

de agua en la provincia, así como la de saneamiento y depuración e vertidos” no ha 

elaborado, ni publicado, que sepamos ningún documento con estos datos (Anexo I). 

Sin embargo, no nos ha facilitado dicha información cuando se la hemos requerido 

para la realización de este estudio.  

Al margen de ello, nos consta que miembros de la Universidad de León solicitaron 

información a las entidades locales menores para realizar un “Estudio sobre los 

aspectos jurídicos y económicos de los servicios públicos prestados por las Entidades 

Locales Menores en la provincia de León” para lo cual enviaron un cuestionario en el 

cual se tocaban aspectos de la gestión del agua de abastecimiento y del cual se 

comprometían a facilitar una copia del mismo a aquellas entidades que colaboraran 

en su cumplimentación (Anexo II) 

 

Aunque la parte sanitaria va siendo corregida con el paso de los años, la parte 

administrativa continua todavía, a día de hoy, estando manga por hombro existiendo 

todo tipo de situaciones y modalidades de gestión en el mapa provincial.  

La presión de las administraciones públicas (provincial, autonómica y estatal) unida 

a la despoblación de los pueblos está planteando ya problemas en la gestión del agua. 
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Sin embargo, las nuevas formas de gestión que se proponen desde administraciones 

muy alejadas de los usuarios, lejos de presentarse como idóneas, justas y equitativas 

establecerán conflictos que harán que las tasas y las gestiones se encarezcan 

considerablemente y que los usuarios pierdan cualquier posibilidad de control sobre 

el bien y el servicio. 

 

Las Entidades Locales Menores en la gestión del agua 

 

La existencia de las entidades locales menores (Juntas Vecinales), que caracteriza a 

la provincia de León, como la más importante de España, en cuanto al número de 

entidades locales constituidas (1.233) y con mayor trayectoria histórica, ha supuesto 

que la Ley 1/1998 de Régimen Local de Castilla y León, regulase de forma expresa 

el funcionamiento de las mismas. 

En numerosos municipios de la provincia de León muchas de estas Entidades 

Locales Menores prestan de forma directa, servicios de abastecimiento de agua y/o 

alcantarillado en su localidad desde tiempo inmemorial. 

Es preciso señalar que entre las competencias “propias” que atribuye a las Entidades 

locales menores la Ley de Régimen Local de Castilla y León en el artículo 50.1 no 

figura, ni el abastecimiento domiciliario de agua potable ni el alcantarillado, porque 

así se establece en la Ley de Bases de Régimen Local y en el Texto refundido de 

1986. Es decir que la norma general, como criterio de atribución competencial 

habitual, el principio a seguir es entender que la competencia para prestar el servicio 

público de abastecimiento domiciliario de agua potable o de alcantarillado 

corresponde al municipio y no a las entidades locales menores integradas en el 

mismo, en este caso juntas vecinales. 

Efectivamente la delegación de competencias de los Ayuntamientos en las Entidades 

Locales Menores está regulada fundamental mente en la Ley 1/1.998 de 4 de junio de 

Régimen Local de Castilla y León (LRLCyL), dentro de su Título VII. 
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Así, el art. 50 de dicha Ley, después de referirse a las competencias propias de las 

Entidades Locales Menores, establece que "podrán, asimismo, ejecutar las obras y 

prestar los servicios que les delegue expresamente el Ayuntamiento". 

Añadiéndose que "dicha delegación requerirá para su efectividad la aceptación de la 

entidad local menor, debiendo especificarse en el acuerdo de delegación las formas 

de control propias de esta figura que se reserve el Ayuntamiento delegante y los 

medios que se pongan a disposición de aquélla". Luego si la gestión o captación del 

agua la realiza la Junta Vecinal, el Ayuntamiento al menos deberá controlar que la 

Junta Vecinal realiza los controles sanitarios preceptivos, prestándole la oportuna 

colaboración. 

La disposición transitoria 2ª de la LRLCyL (que entró en vigor el 12.6.98) contiene 

la siguiente redacción: 

“Las obras y servicios de competencia municipal que se vengan realizando o 

prestando por entidades locales menores se considerarán delegadas en éstas, salvo 

que la Junta o Asamblea Vecinal acuerde, en el plazo de un año desde la entrada en 

vigor de esta Ley, que su gestión o ejercicio se realice por el municipio del que 

dependan”. 

De no adoptarse el acuerdo mencionado en el párrafo anterior, los Ayuntamientos 

afectados deberán suscribir un Convenio con las entidades locales menores en los 

términos previstos en el artículo 69, apartados 2 y 3, de esta Ley.  

En relación a esta Disposición Transitoria que regula este tipo de delegación en las 

Juntas Vecinales, aportamos la Sentencia 00359/2012 Juzgado nº 2 de León (Anexo 

III) y la Sentencia 00385/20013 del TSJCyL (Anexo IV), por la que ratifica la 

titularidad de los servicios de abastecimiento y saneamiento a favor de la Junta 

Vecinal de Cifuentes de Rueda, municipio de Gradefes. 

La Junta de Castilla y León aprobó un DECRETO-LEY 1/2014, de 27 de marzo, de 

medidas urgentes para la garantía y continuidad de los servicios públicos en Castilla 

y León, derivado de la entrada en vigor de la Ley 27/2013, de 27 de diciembre, de 

racionalización y sostenibilidad de la Administración 
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El mapa provincial 

 

La provincia de León cuenta con 211 municipios y 1.233 pedanías. Podríamos 

establecer la siguiente clasificación municipal en función de la población tres 

municipios, León, Ponferrada y San Andrés del Rabanedo, cuentan con más de 

20.0000 habitantes, 4 (Villaquilambre, Astorga, La Bañeza y Villablino) con 

poblaciones entre 10.000 y 20.000, cinco entre 5.000 y 10.000, 10 entre 3.000 y 

5.000 habitantes, 45 entre 1.000 y 3.000 y 56 entre500 y 1.000 habitantes y 88 de 

menos de 500 habitantes (Tabla 1) 1: 

Tabla 1. Municipios de la provincia de León con su número de habitantes de acuerdo con el 
padrón de 31 diciembre 2013. 

N.º de habitantes N.º de municipios 
de 0 a 500 88 

de 501 a 1000 56 
de 1001 a 3000 45 
de 3001 a 5000 10 

de 5001 a 10000 5 
de 10001 a 20000 4 
de más de 20000 3 

Total 211 
 

Los municipios de más de 20.000 habitantes tienen un sistema de gestión indirecta en 

el que una empresa se encarga tanto del abastecimiento como de la depuración. El 

resto de municipios, tanto los de 3.000 a 20000 habitantes como otros con menor 

población suelen tener un sistema mixto de gestión (por ejemplo Astorga tiene un 

sistema privatizado en que asume la gestión de la ciudad y una pedanía pero no la del 

1 La primera división viene reflejada en el Reglamento de Servicios de las Corporaciones Locales, de 1955, en su art. 161 
donde indica “la cooperación provincial alcanzará a los municipios de menos de 20.000 habitantes”. La siguiente división que 
viene reflejada en la Ley de Bases de Régimen Local 7/1985 hace referencia a municipios menores de 5.000 habitantes 
(art.13.2. creación/supresión de municipios). En la Ley de Régimen Local 1/1998 de Castilla y León, sigue haciendo referencia 
a esa barrera de 5.000 habitantes considerándose de régimen especial ajustándose a la normativa (art.77). El límite de 1.000 
habitantes viene también reflejado en esta ley en los artículos que regulan las fusiones e incorporaciones de municipios (art. 10), 
en la segregación de municipios (art. 18) y en la disposición adicional quinta cuando se refiere al sostenimiento de puestos de 
trabajo conjuntos. La ley 2013 (nueva) establece distinción entre los municipios de menos de 20.000 habitantes en los que tiene 
competencia la Diputación Provincial. 
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resto de pedanías). En los municipios de menos de 3.000 habitantes la gestión es 

variada. Los hay en los que una empresa se encarga de la gestión de todos los 

núcleos de población y municipios en los que en cada pedanía existen diferentes 

formas de gestión, en unos las juntas vecinales y en otros los propios vecinos. 

Recientemente se están planteando modelos mancomunados de gestión del 

abastecimiento y de la depuración de aguas, motivados por las condiciones 

geográficas y por los planes de depuración de cuenca promovidos por la 

Confederación Hidrográfica y por el Estado Español. 

 

 

Modalidades de gestión advertidos en la provincia de León 

 

El ámbito de gestión al que nos referimos en este trabajo es el que incluye los 

siguientes aspectos: lectura de contadores, emisión de recibos, elaboración de 

padrones, control sanitario, averías, reposiciones de la red, captaciones, depósitos. 

A partir de este estudio hemos podido establecer los siguientes modalidades en la 

gestión del agua de abastecimiento en la provincia de León. 

1.- Ayuntamientos que gestionan el agua en todas sus localidades 

independientemente del número de habitantes y del número de pedanías. La gestión 

del agua puede ser realizada con personal propio o mediante la contratación de una 

empresa especializada, bien para toda o para parte de la gestión. 

2.- Ayuntamientos en los cuales este proceso de gestión queda en manos de las juntas 

vecinales y/o comunidades de vecinos, tutelando y vigilando la prestación del 

servicio el Ayuntamiento. 

3.- Gestión mixta, el Ayuntamiento lleva la gestión de algunos de sus pueblos y las 

juntas vecinales el resto, aunque supuestamente también el Ayuntamiento tutela y 

vigila la prestación del servicio. 

4.- Gestión vecinal a través de comunidades de vecinos de forma más o menos 

organizada y generalmente tutelada por la Junta Vecinal. 
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5.- Gestión mancomunada 

6.- Otras formas de gestión mixta combinada  

 

Modalidad 1.- EL AYUNTAMIENTO LLEVA LA GESTIÓN DE TODAS LAS 

LOCALIDADES 

Varios Ayuntamientos han decidido llevar conjuntamente la gestión del agua de 

todas sus localidades, por ejemplo en los Ayuntamientos de Santa Cristina de 

Valmadrigal, Sariegos, Turcia y Valencia de Don Juan. Normalmente esta 

circunstancia parece darse en aquellos municipios que tienen un pequeño número de 

localidades y una cómoda orografía, y donde parece mucho más fácil de gestionar, ya 

que una mayor diversidad de poblaciones y un agreste relieve multiplica las 

diferentes casuísticas que pueden darse y los costes del abastecimiento. 

En este modalidad, el Ayuntamiento es el encargado de la emisión de los recibos, 

aprobación de ordenanzas, altas y bajas en el padrón, control de enganches y 

acometidas, así como de la contratación de los correspondientes controles sanitarios. 

 

Modalidad 2.- GESTIÓN POR LAS JUNTAS VECINALES  

En este caso toda la gestión de este servicio recae en las Juntas Vecinales o en las 

comisiones de vecinos de las localidades que lo conforman, sin que nada pase por el 

gobierno municipal. Cada pueblo aprueba su ordenanza particular, controla los 

padrones, emite recibos y realiza los controles sanitarios En algunas ocasiones puede 

que lo lleven directamente los propios vecinos a través de agrupaciones vecinales o 

incluso puede darse una gestión mixta entre ellos y las juntas vecinales.  

Como ejemplos a destacar están el Ayuntamiento de Villaobispo de Otero que tutela 

y vigila que todo lo relacionado con el agua de abastecimiento esté en perfecto orden, 

pero no gestiona directamente ningún aspecto en las seis pedanías que lo conforman. 

Otros ejemplos en similares circunstancias son Villamoratiel de las Matas (2 

pueblos) e Izagre (3 pueblos).  
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En este modalidad, la dificultad máxima que vemos es que realmente se cumplan 

esas tareas de supervisión que corresponden al Ayuntamiento, ya que la competencia 

es indudablemente municipal. Para ello se requiere la total y absoluta colaboración 

de las entidades locales, ya que en otro caso sería imposible realizar las tareas de 

supervisión.  

 

Modalidad 3.- GESTIÓN MIXTA 

En este caso el Ayuntamiento gestiona alguna de las localidades y las juntas 

vecinales u otro tipo de asociaciones vecinales el resto. Este modalidad es el 

mayormente extendido en nuestra provincia y que se encuentra aproximadamente en 

el 70% de los municipios leoneses. 

Como norma general y en estos casos, la localidad cabecera del municipio es 

gestionada por el propio Ayuntamiento (por ejemplo Astorga el quinto municipio de 

la provincia en habitantes), quedando a cargo de las juntas vecinales el resto de las 

localidades. En varios municipios el propio Ayuntamiento gestiona otros pueblos. 

Hay casos especiales, en el que algunas localidades no tienen constituida la Junta 

Vecinal y la gestión la asume directamente el Ayuntamiento (ejemplo: Ayuntamiento 

de Cármenes, localidades de Tabanero, Rodillazo y Pedrosa), o bien una Junta o 

Comisión de aguas de entre los propios vecinos del pueblo (ejemplo: Ayuntamiento 

de Boñar, localidades de Felechas y Llama). 

 

Modalidad 4.- GESTIÓN POR LOS VECINOS 

En estos casos tras la realización de la traída del agua por los vecinos una comisión 

de vecinos o junta de aguas o similar, se viene encargando desde entonces de la 

gestión del agua de abastecimiento en todos sus aspectos, independientemente de que 

tengan o no constituida Junta Vecinal. Aunque en los últimos años las medidas 

sanitarias han hecho que este control sea encargado por la Junta Vecinal a empresas 

especializadas. Un ejemplo de ello se da en las localidades de Valdeiglesias, 

Santibañez de Valdeiglesias o Celada de la Vega, aunque este tipo de gestión se da 

en numerosos pueblos de la provincia. La comisión de vecinos es la encargada de las 
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lecturas, emisión de recibos y gestión de averías y normalmente la junta vecinal es la 

que contrata la gestión sanitaria. 

 

Modalidad 5.- GESTIÓN MANCOMUNADA 

Es una modalidad de gestión poco frecuente. En esta modalidad existe un depósito 

que surte a varios municipios en la cuenca del Órbigo. Aprovechando esta gestión 

mancomunada de la depuración que se da en los municipios de Santa Marina del 

Rey, Benavides de Órbigo, Villarejo y Villares de Órbigo, algunas de las gestiones 

del abastecimiento son mancomunados y encargados a una empresa privada que 

realiza este servicio. Sin embargo no todos los Ayuntamientos que pertenecen a esta 

Mancomunidad ni tampoco todas las localidades de un Ayuntamiento mancomunado 

entran en esta modalidad. 

Por ejemplo los Ayuntamientos de Hospital de Órbigo y Turcia y las localidades de 

Valdeiglesias y Santibáñez de Valdeiglesias no entran en esta modalidad 

mancomunada  porque se surten de otro depósito, debido a cuestiones orográficas. 

En todo caso, es una modalidad a estudiar 

 

Modalidad 6.- GESTIÓN MIXTA COMBINADA 

Como caso excepcional podemos citar el de Puente Villarente, localidad que 

pertenece a tres municipios diferentes y en la gestión del agua de abastecimiento, la 

mitad del pueblo se gestiona por una empresa privada y la otra mitad por la JV. 

 

Consecuencias de la nueva legislación 

 

En un estudio comparado entre la Ley 7/1985 LBRL y la 27/2013 LRSAL, en lo que 

se refiere al agua de abastecimiento (arts. 25 y 26, Tabla 2), al margen de cambios 

insustanciales en la redacción de varios puntos de ambos artículos, se añade la 

palabra “propias” (art. 25.2) al referirse a las competencias municipales que se 
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enumeran posteriormente, y que en ambas normas incluye el suministro o 

abastecimiento de agua potable. Por tanto queda perfectamente establecido y 

aclarado, el carácter de competencia municipal según se desprende de esta 

normativa. 

Como texto nuevo que aporta la Ley 27/2013, los puntos 4 y 5 del mencionado 

artículo, donde se refiere a los principios de estabilidad financiera y la garantía de 

que no se produzca una atribución simultánea de una misma competencia a otra 

Administración.  

En el artículo 26, se reafirma la obligatoriedad de los municipios de prestar el 

servicio de abastecimiento de agua potable. Sin embargo en el punto 2 de este 

artículo, se incluye un texto que paradójicamente otorga, a nuestro entender, 

directamente a la Diputación Provincial, en municipios de menos de 20.000 

habitantes, la coordinación de la prestación de diferentes servicios, incluyendo 

expresamente el abastecimiento de agua potable, despojando por tanto a los 

municipios de la autonomía para gestionar los servicios que esta misma norma les 

otorga de forma obligatoria. 

La nueva normativa lo que hace por un lado es reafirmar cuáles son las competencias 

municipales, qué servicios tiene que prestar obligatoriamente el municipio y por otro, 

eliminarles la potestad para prestarlos, otorgando a las Diputaciones por ley, la 

prestación de estos mismos servicios con el agravante de buscar la “conformidad” 

con ellos en la forma de llevarlo a cabo. 

Para entendernos: un Ayuntamiento lleva la gestión de un servicio propio (agua de 

abastecimiento); tiene sus propias ordenanzas, emite los recibos, asume los costes de 

reparaciones, etc. A partir de este momento y según lo que recoge esta ley 27/2013 

será la Diputación la que decida cómo se va a prestar este servicio que se lleva 

gestionando correctamente por el propio municipio o la Junta Vecinal/Comisiones de 

Vecinos, con lo que esta institución tiene libertad total e impunidad absoluta para 

asumir de golpe la gestión de los servicios en este Ayuntamiento y en todos aquellos 

que quiera, y decidirá si lo hace agrupando unos a otros o no, repercutiendo el coste 

efectivo entre los habitantes y recaudando la tasa correspondiente.  
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Parece que el otorgar capacidad de coordinación a la Diputación, que antes no tenía, 

se debe a dos motivaciones: de una parte el seguir justificando la existencia de unas 

instituciones obsoletas e intermediarias en la gestión, cuando la misma se está 

prestando de forma correcta desde hace muchos años. Además esta capacidad de 

coordinación y asistencia no se ha visto nunca mermada, como bien se ha venido 

demostrando, con la firma de convenios específicos entre Ayuntamientos y 

Mancomunidades para múltiples aspectos incluida la encomienda de realización de 

control de calidad del agua.  

Por ello parece, en mi opinión, una cuestión con afán meramente recaudatorio, de la 

cual ya tenemos ejemplos de sobra en esta provincia, y en el resto del país, donde 

continuamente se están generando por las Administraciones Públicas (Diputaciones, 

CC.AA, etc.), normativas y prácticas orientadas a la prestación globalizada de 

servicios públicos vendiendo a la población que el hecho de gestionarlos de manera 

conjunta o de forma mancomunada con varios municipios, o incluso con la totalidad 

de ellos, sale mucho más rentable económicamente y su gestión es más eficaz, 

cuando desde nuestro punto de vista es completamente falso y negativo.  

La disyuntiva entre servicio público o privado está más de moda que nunca, ya que 

con la crisis se están municipalizando servicios que llevan años privatizados. Lo cual 

supone un considerable ahorro económico para los municipios (no tanto para los 

vecinos) sobre todo en el aspecto de aminorar la deuda pública. En el caso del agua 

de abastecimiento un estudio realizado por García-Rubio et al. (2009) concluyen que 

la entrada de la empresa privada en la gestión del agua de abastecimiento en las 

ciudades no ha supuesto una mejora en los niveles de eficiencia en su gestión. 

Un claro ejemplo lo tenemos en el sistema de Gestión de Residuos en León, por el 

que las instituciones provinciales, con los parabienes del resto de representaciones 

políticas y sociales de la provincia, y con el único objetivo de crear un gran vertedero 

que evitase los problemas de los dos grandes Ayuntamientos. (León y San Andrés 

del Rabanedo) en cuanto a la acumulación de basuras, crearon el CTR de San Román 

de la Vega, vendiendo a toda la provincia las virtudes de una perfecta gestión y 

reciclado de los residuos urbanos, (que por cierto NO se realiza), y obligando a todos 

los titulares de viviendas en cualquier territorio provincial, a pagar una tasa ÚNICA, 

independientemente de si generan o no basura.  
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Con este sistema, evidentemente, pagan TODOS y se benefician algunos mucho más 

que otros. Los que sin duda se benefician son aquellos que forman parte de esas 

macro entidades que se acaban creando para gestionar de un modo más o menos 

global, los servicios públicos, como así ponen de manifiesto claramente, en mi 

opinión, con la Ley 27/2013 que acabamos de comentar. 

Además, otra de las novedades, que desde nuestro punto de vista resulta más 

perjudicial para nuestros municipios, y que viene reflejada en este artículo 26, es que 

en el “arriesgado” caso de que algún municipio quiera seguir asumiendo esta gestión 

tiene obligatoriamente que justificar ante la Diputación, que puedo hacerlo a menor 

coste con el agravante de estar siempre sometido a la consideración y acreditación de 

la propia Diputación, es decir, que los criterios podrían ser discutibles. 
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Tabla 2. Comparativa de la Ley 7/1985 de Bases de Régimen Local (LBRL) y la Ley 
27/2013 Racionalización y Sostenibilidad de la Administración Local (LRSAL) en los 
artículos que hacen referencia al agua de abastecimiento. Se han suprimido en ambas leyes 
los puntos en los cuales no se hace referencia al agua. En azul se marca el texto que figura en 
la ley del 85 y que no figura en la de 2013 y en rojo el texto que se incorpora en la ley de 
2013.  

 

Ley 7/1985 LBRL Ley 27/2013 (LRSAL) 
 
Artículo 25. 
1. El Municipio, para la gestión de sus intereses y 
en el ámbito de sus competencias, puede 
promover toda clase de actividades y prestar 
cuantos servicios públicos contribuyan a 
satisfacer las necesidades y aspiraciones de la 
comunidad vecinal. 
 
 
2. El Municipio ejercerá, en todo caso, 
competencias en los términos de la legislación 
del Estado y de las Comunidades Autónomas en 
las siguientes materias: 
[las letras “a, b, c, d, e, f, g, h, i, j, k, ll, m y n”, 
no hacen referencia al abastecimiento de agua] 
 
 
l) Suministro de agua y alumbrado público; 
servicios de limpieza viaria, de recogida y 
tratamiento de residuos, alcantarillado y 
tratamiento de aguas residuales. 
 
3. Sólo la Ley determina las competencias 
municipales en las materias enunciadas en este 
artículo, de conformidad con los principios 
establecidos en el artículo 2.  
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 

 
Artículo 25.  
1. El Municipio, para la gestión de sus 
intereses y en el ámbito de sus competencias, 
puede promover actividades y prestar los 
servicios públicos que contribuyan a 
satisfacer las necesidades y aspiraciones de la 
comunidad vecinal en los términos 
previstos en este artículo. 
 
2. El Municipio ejercerá en todo caso como 
competencias propias, en los términos de la 
legislación del Estado y de las Comunidades 
Autónomas, en las siguientes materias:  
[las letras “a, b, d, e, f, g, h, i, j, k, l, m, n, ñ” 
no hacen referencia al abastecimiento de 
agua] 
 
c) Abastecimiento de agua potable a 
domicilio y evacuación y tratamiento de 
aguas residuales. 
 
 
3. Las competencias municipales en las 
materias enunciadas en este artículo se 
determinarán por Ley debiendo evaluar la 
conveniencia de la implantación de 
servicios locales conforme a los principios 
de descentralización, eficiencia, 
estabilidad y sostenibilidad financiera. 
 
4. La Ley a que se refiere el apartado 
anterior deberá ir acompañada de una 
memoria económica que refleje el impacto 
sobre los recursos financieros de las 
Administraciones Públicas afectadas y el 
cumplimiento de los principios de 
estabilidad, sostenibilidad financiera y 
eficiencia del servicio o la actividad. La 
Ley debe prever la dotación de los 
recursos necesarios para asegurar la 
suficiencia financiera de las Entidades 
Locales sin que ello pueda conllevar, en 
ningún caso, un mayor gasto de las 
Administraciones Públicas. 
Los proyectos de leyes estatales se 
acompañarán de un informe del 
Ministerio de Hacienda y 

29 



Administraciones Públicas en el que se 
acrediten los criterios antes señalados. 
5. La Ley determinará la competencia 
municipal propia de que se trate, 
garantizando que no se produce una 
atribución simultánea de la misma 
competencia a otra Administración 
Pública. 
 
 

 
Artículo 26. 
1. Los Municipios por sí o asociados deberán 
prestar, en todo caso, los servicios siguientes: 
 
a) En todos los Municipios: 
Alumbrado público, cementerio, recogida de 
residuos, limpieza viaria, abastecimiento 
domiciliario de agua potable, alcantarillado, 
acceso a los núcleos de población, pavimentación 
de las vías públicas y control de alimentos y 
bebidas. 
 
 
2. Los Municipios podrán solicitar de la 
Comunidad Autónoma respectiva la dispensa 
de la obligación de prestar los servicios 
mínimos que les correspondan según lo 
dispuesto en el número anterior cuando, por 
sus características peculiares, resulte de 
imposible o muy difícil cumplimiento el 
establecimiento y prestación de dichos 
servicios por el propio Ayuntamiento. 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 

 
Artículo 26.  
1. Los Municipios deberán prestar, en todo 
caso, los servicios siguientes: 
 
a) En todos los Municipios: 
Alumbrado público, cementerio, recogida de 
residuos, limpieza viaria, abastecimiento 
domiciliario de agua potable, 
alcantarillado, acceso a los núcleos de 
población y pavimentación de las vías 
públicas. 
  
 
2. En los municipios con población inferior 
a 20.000 habitantes será la Diputación 
provincial o entidad equivalente la que 
coordinará la prestación de los siguientes 
servicios: 
a) Recogida y tratamiento de residuos. 
b) Abastecimiento de agua potable a 
domicilio y evacuación y tratamiento de 
aguas residuales. 
c) Limpieza viaria. 
d) Acceso a los núcleos de población. 
e) Pavimentación de vías urbanas. 
f) Alumbrado público. 
Para coordinar la citada prestación de 
servicios la Diputación propondrá, con la 
conformidad de los municipios afectados, 
al Ministerio de Hacienda y 
Administraciones Públicas la forma de 
prestación, consistente en la prestación 
directa por la Diputación o la 
implantación de fórmulas de gestión 
compartida a través de consorcios, 
mancomunidades u otras fórmulas. Para 
reducir los costes efectivos de los servicios 
el mencionado Ministerio decidirá sobre la 
propuesta formulada que deberá contar 
con el informe preceptivo de la 
Comunidad Autónoma si es la 
Administración que ejerce la tutela 
financiera. 
Cuando el municipio justifique ante la 
Diputación que puede prestar estos 
servicios con un coste efectivo menor que 
el derivado de la forma de gestión 
propuesta por la Diputación provincial o 
entidad equivalente, el municipio podrá 
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3. La asistencia de las Diputaciones a los 
Municipios, prevista en el artículo 36, se dirigirá 
preferentemente al establecimiento y adecuada 
prestación de los servicios públicos mínimos, así 
como la garantía del desempeño en las 
Corporaciones municipales de las funciones 
públicas a que se refiere el número 3 del 
artículo 92 de esta Ley. 
 

asumir la prestación y coordinación de 
estos servicios si la Diputación lo 
considera acreditado. 
Cuando la Diputación o entidad 
equivalente asuma la prestación de estos 
servicios repercutirá a los municipios el 
coste efectivo del servicio en función de su 
uso. Si estos servicios estuvieran 
financiados por tasas y asume su 
prestación la Diputación o entidad 
equivalente, será a ésta a quien vaya 
destinada la tasa para la financiación de 
los servicios. 
 
 
3. La asistencia de las Diputaciones o 
entidades equivalentes a los Municipios, 
prevista en el artículo 36, se dirigirá 
preferentemente al establecimiento y 
adecuada prestación de los servicios 
mínimos. 

 

 

PROBLEMÁTICA 

Una vez constatado que la competencia en la gestión del agua de abastecimiento, 

corresponde por ley al municipio y después de comprobar que la realidad muestra 

una gestión asumida en la mayoría de los casos por las juntas vecinales y/o 

comunidades de vecinos desde tiempos inmemoriales, nos encontramos con una serie 

de problemas que podemos relacionar a continuación y que podrían fácilmente 

solucionarse con poco esfuerzo y con buen entendimiento administrativo entre las 

JUNTAS VECINALES y los Ayuntamientos. 

Las JUNTAS VECINALES tienen potestad reglamentaria y por lo tanto aprueban 

sus propias ordenanzas de acuerdo con sus intereses. Al no estar obligadas a la 

aprobación expresa por el pleno municipal, esa información fácilmente no figura en 

las dependencias ni archivos municipales. 

Igualmente no figuran datos de los padrones de agua, número de enganches, 

información de planos y estado de la redes de distribución, gastos e ingresos por este 

concepto, etc.  

Esto dificulta muchos trámites, por ejemplo a la hora de otorgar licencias de obra, ya 

que el Ayuntamiento es el órgano encargado de otorgar esa licencia y debe informar 
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a la JV para que autorice y proceda a efectuar el oportuno enganche. Es necesario por 

tanto, un control de toda esta información que debería figurar obligatoriamente en las 

dependencias municipales y la realidad es que depende en muchas ocasiones, de la 

relación entre el gobierno municipal y la entidad local. 

Otro problema que persiste en la actualidad es la solicitud de obras de captaciones, 

suministros, reparaciones etc. en los planes provinciales y en los planes regionales ya 

que únicamente pueden solicitar este tipo de obras los Ayuntamientos y no las Juntas 

Vecinales. En muchas ocasiones se están pidiendo a nombre de los Ayuntamientos 

siendo las JV las que asumen la parte de la cofinanciación que se asigna a los 

municipios, a excepción del Plan de Sequía (hace 4 años que no se convoca), donde 

se reconocía expresamente que podían solicitarlo a nombre de las JV.  

Esto es una incongruencia, ya que si está asumido que la gestión la lleva la JV, 

debería ser esta entidad la que tenga la posibilidad de ser la titular de la solicitud. 

Otra vez vuelve a ponerse de manifiesto en este caso, la buena o mala relación entre 

el Ayuntamiento y la JV, ya que dependiendo de si son unos u otros, algunos se 

verán perjudicados y otros beneficiados, lo que no garantiza en absoluto el principio 

de igualdad, pero que por desgracia es una práctica habitual. 

Otro ejemplo claro lo tenemos en la firma de convenios que en los últimos años, la 

diputación provincial de León ha establecido con los Ayuntamientos de la provincia 

que voluntariamente se han adherido, para realizar las analíticas obligatorias en la 

inspección sanitaria del agua de abastecimiento. La potestad para firmar dicho 

convenio es del Ayuntamiento y la gestión se lleva a cabo por las JV, como así 

reconoce la propia Diputación Provincial. En este punto se dan diferentes casos, 

aquellos que han firmado el convenio, y los que han decidido realizar la gestión 

directamente o bien a través de gestores autorizados. 
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Caso práctico de mejora de la gestión del agua en el municipio de Gradefes 

El Ayuntamiento de Gradefes está integrado por 19 pedanías: Cañizal de Rueda, 

Carbajal de Rueda, Casasola de Rueda, Cifuentes de Rueda, Garfín, Gradefes, 

Mellanzos, Nava de los Caballeros, Rueda del Almirante, San Bartolomé de Rueda, 

San Miguel de Escalada, Santa Olaja de Eslonza, Valdealcón, Valdealiso, 

Valduvieco, Villacidayo, Villanófar, Villarmún y Villarratel.  

 

Al inicio de la legislatura 2007-2011 se comprobó la necesidad de regular la 

situación ya que la localidad de Gradefes era la única que estaba directamente 

gestionada por el Ayuntamiento, siendo las 18 juntas vecinales restantes las que se 

encargaban del asunto del agua en cada pueblo desde tiempo inmemorial, según 

informa el Secretario del Ayuntamiento y así consta en las dependencias 

municipales. 

Puesto que se trata de una competencia municipal y en el Ayuntamiento no existe 

ningún tipo de información sobre la gestión que realizan las juntas vecinales, se 

procede a convocar una reunión con todas las pedanías, en el año 2008, para 

informarles que el Ayuntamiento al ser el órgano competente en materia de agua de 

abastecimiento y para regularizar la situación, se ofrece a gestionar directamente el 

agua de todos los pueblos que lo deseen. En aquella ocasión únicamente dos juntas 

vecinales (Villacidayo y San Bartolomé de Rueda), “ceden” la gestión del agua al 

Ayuntamiento, siendo aprobado en el pleno celebrado en fecha 5 de septiembre de 

2008 el convenio, de vigencia indefinida, entre el Ayuntamiento de Gradefes y las 

juntas vecinales de Villacidayo y San Bartolomé de Rueda por el que se asume la 

gestión del servicio de abastecimiento de agua potable a domicilio en esas 

localidades (Anexo V).  

En dicho documento se establece expresamente que la administración, conservación 

y reparación ordinaria de los citados servicios corresponderá al Ayuntamiento de 

Gradefes asumiendo la gestión de la red de abastecimiento con todas sus 

instalaciones. 
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La Junta Vecinal, a su vez, se compromete a ceder íntegramente todos los bienes e 

instalaciones de este servicio, como son: la Captación, depósito regulador, red de 

abastecimiento y demás bienes relacionados con la mejora, conservación y 

mantenimiento del servicio, correspondiendo al citado Ayuntamiento la financiación 

íntegra de las obras de abastecimiento en esa localidad, aplicando a partir de ese 

momento el Reglamento de prestación del servicio de abastecimiento y la 

correspondiente Ordenanza Fiscal. Además, la Junta Vecinal se compromete a que en 

el plazo de un mes a contar de la firma del presente Convenio esté remitida toda la 

documentación correspondiente para conocer el número de contadores o acometidas 

existentes en el pueblo, identificación del usuario del servicio, usos del 

abastecimiento.4 

 

Se solicita información a la Secretaría municipal sobre si es necesario realizar una 

delegación expresa de esta competencia en el resto de juntas vecinales que tienen 

asumida la gestión, a lo que contesta que según la LRLCyL (Disposición transitoria 

2.ª) se considerarán delegadas aquellas obras y servicios de competencia municipal 

que se vengan realizando o prestando por las entidades locales menores, salvo que la 

Junta Vecinal hubiese acordado en el plazo de un año desde la entrada en vigor de 

dicha ley (1998), que su gestión se realizase por el municipio. 

 

Las dos localidades que pasaron a ser gestionadas por el Ayuntamiento no disponían 

de ningún tipo de ordenanza y el cobro del servicio no estaba regulado en ningún 

sitio. Dependiendo de los gastos que tuvieran dividían el importe a sufragar entre los 

vecinos. A partir de ese momento, la ordenanza que estaba en vigor para la localidad 

de Gradefes se implantó en estas localidades lo que derivó en algunas protestas 

vecinales, ya que no existía una práctica habitual de pagar por el agua. 

 

Resulta evidente que las localidades que ceden a la gestión municipal son las que 

más problemas tienen, ya que las redes se pusieron hace años y no están en buen 

estado, tienen depósitos claramente insuficientes y/o nulos sistemas de captación. Por 
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el contrario, las que han hecho inversiones en infraestructuras, tienen ordenanzas y lo 

gestionan correctamente, no demuestran el menor interés es hacer ese traspaso. 

En el caso concreto de Villacidayo, pueblo con una media de 20 habitantes al año, 

hubo que solicitar en el Plan de Sequía de la Diputación la obra “Ejecución de 

Sondeo en la localidad de Villacidayo, por importe de 71.206,90 € para la realización 

de un sondeo ya que en épocas estivales prácticamente no llegaba agua a las casas, 

puesto que las captaciones de las fuentes son insuficientes. La obra, en este caso, se 

financió exclusivamente por el Ayuntamiento, ya que la gestión fue asumida con 

anterioridad. 

En el caso de San Bartolomé de Rueda, el problema no tenía que ver con el volumen 

de agua, sino con la limpieza del depósito y de las captaciones, ya que es otro de los 

pueblos más pequeños del municipio y los miembros de la junta vecinal no podían 

hacerse cargo de estas tareas, además del “engorro” de emitir los recibos de ir casa 

por casa cobrando a los vecinos cuando venían en vacaciones. 

En julio de 2009 se suscribe convenio de colaboración entre la Diputación Provincial 

de León el Ayuntamiento de Gradefes, por un importe de 36.670 € para la instalación 

de equipos de cloración de agua potable a domicilio en las localidades del municipio 

de Gradefes, para dotar a aquellas localidades que no disponían de este tipo de 

instalaciones, completando así las infraestructuras necesarias en el saneamiento del 

abastecimiento (Anexo VI). 

En marzo de 2010, la Junta Vecinal de Cañizal de Rueda, pueblo que figura como 

deshabitado “oficialmente” ya que únicamente tiene censados 4 habitantes, solicita al 

Ayuntamiento asuma la gestión de este servicio lo que es aprobado en el pleno de 

fecha 29 de marzo de 2010 y con efectos desde el 1 de junio de 2010. 

En cuanto a la realización de los controles sanitarios, el Ayuntamiento de Gradefes 

no ha firmado el Convenio con Diputación, ya que la oferta económica que le planteó 

un laboratorio de la provincia le resultaba más ventajosa. A pesar de intentar ofrecer 

este servicio de forma conjunta con todas las juntas vecinales, no todas han optado 

por contratar el mismo laboratorio y de las 19 localidades únicamente ocho utilizan 

el mismo que el Ayuntamiento.  
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En esta segunda legislatura (2011-2015), y dado que el asunto del abastecimiento es 

de los más importantes en la gestión municipal, se procedió a analizar en 

profundidad las ordenanzas que estaban en vigor y se comenzó a trabajar en la 

redacción de un nuevo Reglamento regulador  que recogiera toda la casuística actual, 

y en la modificación de las tarifas. 

 

En fecha 11 de septiembre de 2012 se aprueba el “Reglamento regulador del servicio 

del suministro de agua potable a domicilio y alcantarillado del Ayuntamiento de 

Gradefes” (B.O.P. 173) cuyo objeto es regular la prestación del servicio de 

abastecimiento de agua potable y alcantarillado de aquellas localidades del 

Ayuntamiento cuya gestión corresponda al Ayuntamiento (Gradefes, Villacidayo, 

San Bartolomé de Rueda y Cañizal de Rueda). 

 

Se aprueban también las nuevas tarifas del agua y según el estudio económico 

llevado al efecto por los servicios de la Diputación. Se establecen por primera vez 

diferentes tarifas para cada uno de los pueblos que gestiona el Ayuntamiento, 

eliminando el mínimo que existía anteriormente para pasar a cobrar por metro cúbico 

consumido. El motivo principal para promover este cambio en la tarifación se debe a 

que en épocas estivales, se incrementa mucho el consumo y es necesario establecer 

alguna penalización para evitar el derroche masivo de agua de la traída que se utiliza 

para regar jardines y huertos o llenar piscinas privadas. Si el usuario ve incrementado 

el recibo, posiblemente controle más el consumo de agua. 

 

En el verano de 2013, en la localidad de Gradefes, coincidiendo con las fiestas, el 

pueblo se queda sin agua porque el depósito se vacía con facilidad y la bomba del 

sondeo no tiene capacidad suficiente para llenarlo con rapidez. Después de tres días 

reponiendo el depósito con camiones cisterna de Diputación, y de cambiar las 

bombas con el coste que supone, y de haber avisado a los vecinos con los habituales 

Bandos indicando que no desperdicien el agua de abastecimiento, y analizando de 

forma pormenorizada la lectura de los contadores, nos damos cuenta de que los datos 

no cuadran y el problema es derivado de que existen muchos vecinos que tienen el 

contador dentro de la vivienda. 
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Inmediatamente se publica el bando correspondiente exigiendo que saquen los 

contadores fuera en un plazo de un mes. De un total de 197 viviendas, tenían el 

contador interior 63. 

 

 

En octubre de 2013 se toma la decisión de notificar a todas las JUNTAS 

VECINALES del municipio que gestionan el agua de abastecimiento, requiriéndoles 

la siguiente documentación, debido a las quejas recibidas y a las irregularidades 

detectadas por los servicios de control, ya que la competencia corresponde al 

Ayuntamiento y debe ejercer como tal, las funciones de vigilancia. (Anexo VII). Los 

documentos requeridos son: 

• Encuesta resumen debidamente cumplimentada 

• Copia del contrato del servicio de mantenimiento y cloración suscrito con 

empresa habilitada. 

• Copia del Contrato de servicio de gestión del libro de autocontrol  

• Copia del contrato del servicio de análisis químicos del agua 

• Copia del resultado de las analíticas 

• Copia de la Ordenanza Fiscal aplicable y sus modificaciones 

• Copia del reglamento regulador del servicio de agua 

• Copia del padrón de usuarios del servicio de abastecimiento 

• Copia de los recibos emitidos, solo en caso de que la recaudación no se 

realice por los servicios recaudatorios de Diputación. 

En dicho escrito se les informa que en caso de detectar irregularidades en la 

gestión de este servicio, este Ayuntamiento podrá avocar para sí el ejercicio de la 

competencia delegada. 

 

 Los datos solicitados en la Encuesta (Anexo VIII) se dividen en tres grandes 

bloques: 

 1.- Instalaciones: información sobre captaciones, limpieza de fuentes, vallado 

de depósitos, acceso al mismo, medidas de seguridad, año de construcción del 

depósito, capacidad, impermeabilización, válvulas de desagüe, estado de la red de 

distribución, material, existencia de contadores, llaves reguladoras, etc. 
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 2.- Servicio de Mantenimiento y Cloración: empresa contratada, periodicidad 

y comprobación del cloro y ph, limpieza depósito de cloro, laboratorio que realiza las 

analíticas, libro de control y SINAC 

 3.- Control de Consumo y Recaudación: Contadores, estado de los mismos, 

periodicidad en las lecturas, ordenanzas fiscales, reglamentos, gestión del cobro de 

los recibos, padrón de usuarios. 

 

Actualmente se está trabajando con los resultados de la encuesta para corregir las 

deficiencias observadas en la gestión de cada Junta Vecinal, con el fin de 

estandarizar protocolos, documentación que se debe aportar tanto por parte del 

Ayuntamiento como de la JV en caso de nuevas construcciones, nuevos enganches 

de abastecimiento u obras de mejora, actualización de padrones y requisitos de 

control sanitario. 
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CONCLUSIONES 

Después de este pequeño recorrido por los entresijos en la gestión del agua de 

abastecimiento que se lleva a cabo en la provincia de León, podemos llegar a las 

siguientes conclusiones: 

1- La competencia en cuestiones de abastecimiento es claramente y por ley 

municipal y por tanto, los Ayuntamientos tienen que disponer de todos los 

instrumentos necesarios para controlar y supervisar cómo se está realizando 

la gestión del agua en su término municipal. Convendría que alguna norma 

regulase esta circunstancia, por ejemplo exigencia de acuerdos plenarios para 

aprobar las ordenanzas de cada pueblo, exigencia de presentar padrones e 

información de las infraestructuras, etc. 

 

2- La modalidad de gestión ideal, desde nuestro punto de vista, es aquel en el 

que los propios vecinos gestionan sus recursos y sus servicios básicos. Por lo 

que el Ayuntamiento mediante la firma del oportuno convenio regulador 

permita que la gestión siga en manos de las Juntas Vecinales o comunidades 

de vecinos que así lo deseen, dada la tradición que caracteriza nuestra 

provincia, demostrando en todo momento total transparencia en la 

documentación y la gestión. 

 
 

3- Observamos conflictos legislativos en lo referente a las competencias de las 

JUNTAS VECINALES en la gestión de servicios municipales, como el que 

nos ocupa. Conflictos que tampoco vienen a solucionar las modificaciones en 

la Ley 27/2013 en los cuales no queda claro si finalmente la competencia en 

la gestión del agua de abastecimiento ha sido otorgada a la Diputación 

Provincial, o si por el contrario, permanece en manos de los Ayuntamientos o 

de las JUNTAS VECINALES según recoge expresamente la Ley Régimen 

Local de Castilla y León, ya que no tenemos constancia de su vigencia actual. 
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4- Constatada la existencia del tremendo protagonismo que adquieren en la 

gestión de este servicio las JV y los vecinos, sería conveniente que la entidad 

provincial (Diputación Provincial de León) realizase los estudios oportunos 

para tener completamente actualizados los datos relacionados con este asunto 

en todos y cada uno de los municipios de León, con sus respectivas 

localidades, ya que actualmente no está recogido en ningún documento oficial 

y sí es conocida la existencia por la institución, para intentar homogeneizarlo 

al máximo posible y obtener un reflejo real de la situación actual. Por 

ejemplo para prestar servicio a los municipios en cuanto al asesoramiento 

relacionado con los convenios, las delegaciones, etc. 
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ANEXO I-  Solicitud información Infraestructuras Diputación León 
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Anexo II. Proyecto Investigación ULE 

 

 

Servicios
1.1 x
1.2 x
1.3 x
1.4
1.5 x
1.6
1.6.1 x
1.6.2 x
1.7
1.8 x
1.9 x
1.10 x
1.11
1.12 x
1.13
1.14
1.15
1.16
1.17
1.18 x
1.19
1.20
1.21
2. ¿Qué administración -La Entidad Menor, el Municipio, una Mancomunidad, la Comarca o la Diputación Provincial - cree que debería responsabilizarse de los servicios siguientes

Servicios Ent. Local Menor Municipio Mancomunidad Comarca Diputación
2.1 Alumbrado público
2.2 Cementerio
2.3 Recogida de residuos
2.3.1 Recogida ordinaria
2.3.2 Recogida selectiva
2.4 Limpieza viaria
2.5 Abastecimiento domiciliario de agua potable
2.6 Alcantarillado
2.7 Depuración de las aguas residuales
2.8 Pavimentación de las vías públicas
2.9 Jardines
2.10 Polideportivo
2.11 Biblioteca pública
2.12 Guardería infantil
2.13 Consultorio médico
2.14 Museos, exposiciones o análogos
2.15 Organización de las fiestas, romerías o actos tradicionales
2.16
2.17
2.18

si
no

¿Qué servicios son prestados privadamente?
nombre o denominación de la entidad privada
¿Qué grado de satisfacción hay de la empresa privada? alta media baja

si
no

¿A qué servicios se refiere?

si
no

servicio Administración que lo subvenciona

5. ¿Qué Ordenanzas reguladoras han aprobado? Fecha de Publicación en el Boletín Oficial de la Provincia

si
no

a. El servicio de mayor satisfacción
b. El servicio de menor satisfacción

si
no
si
no

en invierno
en verano

(marque con una cruz los servicios que presta la Junta Vecinal)
1. Servicios que presta su Entidad Local Menor

Nombre de la Entidad Local Menor:
Nombre del Presidente de la Junta Vecinal:

(señale con una cruz la respuesta que estime más adecuada)

Alumbrado público
Vigilancia, conservación y limpieza de caminos rurales, fuentes, lavaderos y abrevaderos
Regulación del uso y aprovechamiento de los bienes comunales

Recogida selectiva

Cementerio

Depuración de las aguas residuales
Alcantarillado
Abastecimiento domiciliario de agua potable
Limpieza viaria

Jardines
Pavimentación de las vías públicas

Recogida ordinaria
Recogida de residuos

Consultorio médico
Guardería infantil
Biblioteca pública
Polideportivo

11. ¿Tiene alguna dependencia propia: despacho, instalaciones administrativas, etc.?

3. Alguno de los servicios anteriores, ¿es gestionado por una empresa o asociación privada?

Administración del patrimonio de la Entidad Local Menor (montes propios y similares

Otros: (por favor, inclúyalos si es oportuno)
Organización de las fiestas, romerías o actos tradicionales
Museos, exposiciones o análogos

12. ¿Funciona en régimen de Concejo Abierto?

10. ¿Cuántos empleados tiene la Junta Vecinal, en caso de tenerlos?

9. ¿A cuántos kilómetros está su pueblo del centro de salud más cercano?

8. ¿A cuántos kilómetros está su pueblo de la parada del autobús de línea?

5. ¿Han recibido o reciben alguna subvención para la implantación, gestión o mantenimiento de algún servicio?

7. ¿Están satisfechoslos vecinos con los servicios públicos que reciben en su pueblo?

Por favor, remita lo antes posible el cuestionario en el sobre adjunto, que no necesita franqueo, a la dirección que figura en el el sobre: Carlos González-Antón, despacho 50, Facultad de Ciencias del Trabajo, 
Universidad de León, 24071 León. Si tiene alguna duda, puede llamar al teléfono 987291452, o al correo electrónico ddacga@unileon.es. Muchas gracias por su indispensable colaboración.

* no olvide poner el nombre de su entidad local menor y la dirección completa en el cuestionario y en el remite del sobre. Sería recomendable que nos indicara su nombre y teléfono.

13. ¿Cuántos habitantes tiene su localidad, aproximadamente?

14. ¿Quiere realizar algún comentario adicional sobre el cuestionario o sobre algún problema de su pueblo: como?

Cuestionario sobre los Servicios públicos de las Entidades Locales Menores de la Provincia de Léon. 
Proyecto de Investigación de la Universidad de Léon. Dr. González-Antón / Dr. Arias (Septiembre de 2003)

4. Tiene algún convenio la Entidad Local Menor con su Ayuntamiento para la delegación en la Junta Vecinal de algún servicio municipal?
¿Qué régimen de financiación se prevé en el Convenio: compartida con el Ayto., subvencionada 

por otra Administración, …?
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ANEXO III – Sentencia 00359/2012 Contencioso/Admitivo n.2 León 
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ANEXO IV – Sentencia 00185/2013 TSJCyL 
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Anexo V – Documentos JUNTAS VECINALES Villacidayo y San Bartolomé de Rueda cesión del 
agua de abastecimiento al Ayuntamiento de Gradefes
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ANEXO  VI     Convenio Diputación Ayuntamiento de Gradefes Equipos de Cloración 
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ANEXO VII- Requerimiento documentación JUNTAS VECINALES Ayuntamiento Gradefes 

 

 

 

68 



 

ANEXO VIII- Encuesta  
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